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RESUMEN 

El fenómeno de la despoblación rural en España ha sido ampliamente estudiado desde perspectivas 

demográficas y económicas, aunque sus implicaciones para la equidad territorial del Estado del 

bienestar han recibido menor atención. Este artículo analiza la existencia de una "doble brecha" que 

afecta a las personas mayores, en situación de dependencia y con problemas de salud mental residentes 

en el medio rural, derivada de su vulnerabilidad y de la desigual distribución territorial de los servicios 

públicos. Mediante un análisis comparativo basado en estadísticas oficiales recientes y literatura 

científica especializada, se examinan las diferencias territoriales en dependencia, salud mental y 

teleasistencia. La principal aportación consiste en operacionalizar el concepto de "doble brecha" 

mediante indicadores de cobertura, accesibilidad y disponibilidad de recursos. Los resultados 

evidencian desigualdades persistentes y respaldan la necesidad de modelos de atención territorializados 

que integren servicios presenciales, innovación tecnológica y capital social comunitario. 
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ABSTRACT 

Rural depopulation in Spain has been widely studied from demographic and economic perspectives, yet 

its implications for the territorial equity of the welfare state have received less attention. This article 

examines the existence of a "double gap" affecting older adults, people in situations of dependency, and 

individuals with mental health conditions living in rural areas. This gap results from both individual 

vulnerability and the uneven territorial distribution of public services. Drawing on recent official 

statistics and specialised scientific literature, the study analyses territorial differences in long-term care, 

mental health and telecare services. Its main contribution is the empirical operationalisation of the 

"double gap" through indicators of service coverage, accessibility and resource availability. The 

findings reveal persistent territorial inequalities and support the need for place-based care models that 
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combine face-to-face services, technological innovation and community social capital to ensure 

equitable access to welfare services. 
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1. INTRODUCCIÓN 

 

La despoblación rural constituye uno de los principales desafíos territoriales de la España 

contemporánea. Aunque tradicionalmente ha sido abordada desde perspectivas demográficas, 

económicas o de desarrollo regional, sus implicaciones para la garantía efectiva de los 

derechos sociales y la equidad territorial del Estado del bienestar han recibido una atención 

comparativamente menor. La pérdida continuada de población, el envejecimiento 

demográfico y la dispersión de los asentamientos no solo transforman la estructura 

socioeconómica de amplias zonas del territorio, sino que también condicionan la capacidad 

de las administraciones públicas para garantizar un acceso equivalente a los servicios 

esenciales, especialmente en ámbitos como la dependencia, la atención a la salud mental o 

los servicios sociales de proximidad (Collantes y Pinilla, 2020; Camarero y Sampedro, 

2019). 

En este contexto, el concepto de doble brecha hace referencia a la superposición de dos 

formas de vulnerabilidad. Por una parte, la derivada de las circunstancias personales de 

determinados colectivos, entre ellos las personas mayores, las personas en situación de 

dependencia o aquellas que presentan problemas de salud mental. Por otra, la derivada de 

residir en territorios rurales caracterizados por la baja densidad de población, la dispersión 

geográfica y una menor disponibilidad de recursos públicos. La interacción entre ambas 

dimensiones genera situaciones de desigualdad que trascienden las características 

individuales y responden, en gran medida, a la distribución territorial de los servicios 

públicos y a las diferentes capacidades institucionales para garantizar su provisión en 

condiciones de igualdad. 

La organización descentralizada del Estado del bienestar español ha permitido adaptar 

numerosas políticas públicas a las necesidades de cada comunidad autónoma. Sin embargo, 

también ha puesto de manifiesto diferencias territoriales en la planificación, financiación y 

prestación de determinados servicios sociales y sanitarios. Diversos trabajos han señalado 

que los costes asociados a la prestación de servicios en territorios extensos, envejecidos y 

escasamente poblados plantean desafíos específicos que no siempre quedan suficientemente 

compensados por los actuales mecanismos de financiación territorial (Romero, 2007; Zoido, 

2022). Como consecuencia, el acceso efectivo a determinados recursos puede variar 

significativamente entre territorios con características demográficas muy diferentes. 

Uno de los ámbitos donde estas diferencias resultan más visibles es el Sistema para la 

Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD). Los informes oficiales del IMSERSO 

muestran que existen diferencias entre comunidades autónomas tanto en la intensidad de la 

atención como en la combinación de prestaciones económicas y servicios profesionales. 

Estas diferencias responden, entre otros factores, a las distintas estrategias organizativas 
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adoptadas por las administraciones autonómicas, así como a las dificultades que supone 

desplegar servicios presenciales en territorios con elevada dispersión poblacional. La 

literatura especializada ha señalado igualmente que el predominio del cuidado informal 

continúa recayendo mayoritariamente sobre las familias y, de forma muy significativa, sobre 

las mujeres, lo que introduce una dimensión de género en el análisis de las desigualdades 

territoriales del bienestar (Carbonero Muñoz et al., 2020; Camarero y Sampedro, 2019). 

La atención a la salud mental constituye otro de los ámbitos especialmente sensibles a las 

desigualdades territoriales. Tanto la Estrategia de Salud Mental del Sistema Nacional de Salud 

como diversos estudios recientes coinciden en señalar que la disponibilidad de recursos 

especializados continúa siendo desigual entre territorios y que las áreas rurales presentan 

mayores dificultades de acceso a determinados servicios especializados. Estas limitaciones 

pueden traducirse en mayores tiempos de espera, desplazamientos más prolongados y una 

mayor dependencia de la atención primaria como puerta de entrada al sistema sanitario, 

circunstancias que afectan especialmente a las personas residentes en municipios de menor 

tamaño. 

Durante los últimos años, la digitalización de los servicios públicos y el desarrollo de la 

teleasistencia han sido presentados como instrumentos con potencial para mejorar la 

accesibilidad en áreas rurales. Sin embargo, distintos informes institucionales advierten de 

que la eficacia de estas herramientas depende tanto de la disponibilidad de infraestructuras 

digitales como de las competencias tecnológicas de la población usuaria. En consecuencia, la 

innovación tecnológica constituye un complemento relevante para la atención presencial, 

pero difícilmente puede sustituir por sí sola la presencia de profesionales y la existencia de 

redes estables de servicios sociales y sanitarios en el territorio (ONTSI, 2025). 

A estas limitaciones institucionales se añade el papel desempeñado por las redes 

familiares, vecinales y comunitarias, que continúan desempeñando una función esencial en el 

sostenimiento cotidiano de la población residente en la denominada España vaciada. 

Numerosos estudios han destacado que este capital social constituye uno de los principales 

factores de resiliencia del medio rural; sin embargo, también advierten de los límites de un 

modelo basado fundamentalmente en el cuidado informal, especialmente en un contexto 

marcado por el envejecimiento de la población y la reducción progresiva de los efectivos 

demográficos disponibles para asumir dichas tareas (Camarero y Sampedro, 2019; Fundación 

FOESSA, 2022a). 

Partiendo de este marco, el presente trabajo analiza la denominada doble brecha de la 

diversidad en la España vaciada mediante una revisión integrada de estadísticas oficiales, 

documentación institucional y literatura científica especializada. El objetivo es examinar de 

qué manera la interacción entre vulnerabilidad personal y desigualdad territorial condiciona 

el acceso efectivo a los servicios sociales y sanitarios, identificando los principales desafíos 

que plantea la cohesión territorial del Estado del bienestar y aportando elementos de reflexión 

para el diseño de políticas públicas adaptadas a las características del medio rural. 

 

 

2. OBJETIVOS 

 

El objetivo general de este estudio es analizar las desigualdades territoriales en el acceso a 

los servicios sociales y sanitarios en la denominada España vaciada, prestando especial 

atención a la interacción entre la vulnerabilidad individual y las características del territorio 

de residencia, configurando la denominada "doble brecha". 

De este objetivo general se derivan los siguientes objetivos específicos: 
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2.1. Analizar las diferencias territoriales en la organización y provisión de los servicios de 

atención a la dependencia, la salud mental y la teleasistencia, utilizando información 

procedente de estadísticas oficiales y literatura científica especializada. 

2.2. Examinar en qué medida las características del medio rural -como la baja densidad de 

población, el envejecimiento demográfico y la dispersión territorial- condicionan la 

accesibilidad efectiva a los servicios públicos dirigidos a personas mayores, dependientes y 

con problemas de salud mental. 

2.3. Valorar el potencial de las políticas de cohesión territorial, la innovación tecnológica 

y las redes comunitarias como elementos complementarios para reducir las desigualdades 

territoriales en el acceso al Estado del bienestar. 

 

 

3. METODOLOGÍA 

 

El presente estudio adopta un diseño metodológico de carácter mixto, con predominio del 

análisis cuantitativo de fuentes secundarias oficiales, complementado mediante una revisión 

documental y bibliográfica de la literatura científica especializada. Esta estrategia 

metodológica responde al objetivo de analizar las desigualdades territoriales en el acceso a 

los servicios sociales y sanitarios en la denominada España vaciada, integrando evidencia 

estadística e interpretación cualitativa. 

La unidad de análisis es el territorio español, con especial atención a las diferencias 

existentes entre comunidades autónomas y entre ámbitos rurales y urbanos cuando la 

información oficial disponible permite realizar dicha comparación. El estudio no pretende 

elaborar estimaciones propias ni construir indicadores territoriales no disponibles en las 

estadísticas oficiales, sino analizar comparativamente la información publicada por los 

organismos competentes y contextualizarla mediante la evidencia científica existente. 

Las principales fuentes cuantitativas utilizadas proceden del Instituto Nacional de 

Estadística (INE), del Instituto de Mayores y Servicios Sociales (IMSERSO), del Ministerio 

de Sanidad y del Observatorio Nacional de Tecnología y Sociedad (ONTSI). Del INE se 

utilizan indicadores demográficos relacionados con la estructura de la población y la 

distribución territorial. Del IMSERSO se emplean las estadísticas oficiales del Sistema para 

la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD), especialmente las referidas a la 

evolución de las prestaciones y a las diferencias entre comunidades autónomas. Para el 

análisis de la salud mental se recurre a la Estrategia de Salud Mental del Sistema Nacional de 

Salud y a la documentación oficial del Ministerio de Sanidad relativa a la organización de los 

recursos especializados. Finalmente, para el análisis de la dimensión tecnológica se utilizan 

los informes publicados por el ONTSI sobre conectividad, digitalización y uso de las 

tecnologías de la información y la comunicación. 

La selección de las fuentes respondió a cuatro criterios fundamentales: actualidad de la 

información, carácter oficial o científico de las publicaciones, comparabilidad territorial y 

calidad metodológica de los datos. Siempre que ha sido posible se han utilizado las ediciones 

más recientes disponibles en el momento de elaboración del estudio. Cuando determinadas 

estadísticas únicamente ofrecían información agregada a escala nacional o autonómica, el 

análisis se ha desarrollado respetando ese nivel de desagregación, evitando extrapolaciones o 

estimaciones territoriales no respaldadas por las fuentes oficiales. 

El análisis cuantitativo consistió en la recopilación, sistematización y comparación 

descriptiva de los principales indicadores relacionados con la atención a la dependencia, la 

salud mental, la estructura demográfica y la conectividad digital. El estudio se centra en 
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identificar diferencias territoriales entre comunidades autónomas y entre distintos tipos de 

territorios, sin aplicar técnicas de inferencia estadística ni modelos causales, dado el carácter 

exploratorio de la investigación. 

 

Tabla 1. Operacionalización de variables e indicadores 
Variable Indicador Fuente Fórmula/Procedimiento 

Modelo de 

atención a la 

dependencia 

Porcentaje de 

prestaciones 

económicas 

sobre el total 

IMSERSO. (2025). Evolución de 

los principales indicadores de la 

gestión del Sistema para la 

Autonomía y Atención a la 

Dependencia (SAAD). Instituto 

de Mayores y Servicios Sociales. 

(N.º de prestaciones 

económicas / Total de 

prestaciones reconocidas) 

× 100 

Modelo de 

atención a la 

dependencia 

Porcentaje de 

servicios 

profesionales 

sobre el total 

IMSERSO. (2025). Evolución de 

los principales indicadores de la 

gestión del Sistema para la 

Autonomía y Atención a la 

Dependencia (SAAD). Instituto 

de Mayores y Servicios Sociales. 

(N.º de servicios 

profesionales / Total de 

prestaciones reconocidas) 

× 100 

Accesibilidad a 

la salud mental 

Disponibilidad 

territorial de 

profesionales de 

salud mental 

Ministerio de Sanidad. Ministerio 

de Sanidad (2022). Estrategia de 

Salud Mental del Sistema 

Nacional de Salud 2022-2026. 
 

Análisis comparativo de la 

distribución territorial de 

profesionales 

especializados según la 

información oficial 

disponible 

Cobertura 

digital 

Porcentaje de 

hogares con 

acceso a banda 

ancha de alta 

velocidad (>30 

Mbps) en 

municipios de 

menor tamaño 

Observatorio Nacional de 

Tecnología y Sociedad (ONTSI). 

Informes de conectividad y 

digitalización 

(Hogares con cobertura / 

Total de hogares del 

ámbito territorial) × 100 

Cobertura de 

teleasistencia 

Cobertura de los 

servicios de 

teleasistencia 

dirigidos a 

población mayor 

IMSERSO; memorias e informes 

autonómicos sobre teleasistencia 

Análisis descriptivo de la 

cobertura territorial a 

partir de la información 

institucional disponible 

Capital social 

y redes 

informales 

Papel del 

cuidado informal 

y de las redes 

comunitarias 

Fundación FOESSA (2022a); 

Camarero y Sampedro (2019); 

Carbonero Muñoz et al. (2020) 

Análisis documental de la 

literatura científica y de 

los informes 

especializados 

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos indicados como sigue a continuación. 

 

Como complemento al análisis estadístico, se realizó una revisión documental de la 

normativa vigente y de la literatura científica especializada. Para ello se consultaron bases de 

datos académicas como Web of Science, Scopus y Dialnet mediante combinaciones de 

términos como España vaciada, despoblación rural, servicios sociales, dependencia, salud 

mental, brecha digital y cohesión territorial. La revisión permitió contextualizar los 

resultados cuantitativos y contrastarlos con la evidencia científica disponible. 

Las variables analizadas se estructuraron en torno a cuatro dimensiones: atención a la 

dependencia, accesibilidad a los servicios de salud mental, digitalización y teleasistencia, y 
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capital social comunitario. Para cada una de ellas se utilizaron exclusivamente indicadores 

procedentes de estadísticas oficiales o de investigaciones científicas consolidadas, evitando la 

elaboración de indicadores no sustentados por las fuentes disponibles. 

Como toda investigación basada en fuentes secundarias, este estudio presenta algunas 

limitaciones. La principal deriva de la diferente disponibilidad y nivel de desagregación 

territorial de las estadísticas oficiales, lo que condiciona la comparabilidad de determinados 

indicadores. Asimismo, aspectos como la calidad percibida de los servicios, la satisfacción de 

las personas usuarias o la intensidad del cuidado informal no pueden medirse adecuadamente 

mediante estadísticas oficiales y han debido interpretarse a partir de la literatura 

especializada. Finalmente, el carácter descriptivo y transversal del estudio impide establecer 

relaciones causales, aunque permite identificar patrones territoriales de desigualdad 

suficientemente consistentes para fundamentar la discusión y las conclusiones. 

 

 

4. RESULTADOS 

 

Los resultados obtenidos muestran la existencia de diferencias territoriales en la 

organización y accesibilidad de diversos servicios sociales y sanitarios vinculados a la 

atención a la dependencia, la salud mental y la teleasistencia. El análisis comparativo de la 

información oficial permite identificar patrones de desigualdad consistentes con la literatura 

especializada y compatibles con la existencia de la denominada doble brecha. 

Los resultados muestran que estas desigualdades presentan una distribución territorial 

heterogénea entre comunidades autónomas, en consonancia con las diferencias observadas en 

la organización de los servicios sociales y sanitarios. 

Los datos cuantitativos oficiales provenientes del Instituto Nacional de Estadística, el 

IMSERSO, el Ministerio de Sanidad y el ONTSI ofrecen una medición objetiva de estas 

desigualdades correspondiente al periodo 2022-2026. La literatura académica y los estudios 

de caso aportan a su vez la profundidad necesaria para comprender el impacto humano y 

social que estas cifras representan. Las Tablas 2, 3 y 4 sintetizan las principales disparidades. 

Los resultados muestran diferencias relevantes en la organización territorial de la atención 

a la dependencia entre comunidades autónomas. Las estadísticas del IMSERSO para el año 

2026 indican que, mientras la tasa de dependencia reconocida es alta y presenta variaciones 

moderadas a nivel nacional, la naturaleza de la prestación recibida diverge de forma 

significativa entre territorios. 

En comunidades autónomas como Extremadura, Castilla-La Mancha y Andalucía, el 

modelo predominante es claramente el de las prestaciones económicas. Los datos muestran 

que en estas regiones el porcentaje de prestaciones económicas sobre el total de prestaciones 

concedidas supera consistentemente el 70%. Según la última Estadística del SAAD publicada 

por el IMSERSO correspondiente a enero de 2026, Extremadura presenta un 74% de sus 

prestaciones en modalidad económica frente a un 26% de servicios. 

En Castilla-La Mancha la proporción es del 70% económica frente al 30% en servicios. 

Este patrón contrasta con la media nacional, que se sitúa en un 57% de prestaciones 

económicas y un 43% de servicios. En el extremo opuesto se sitúan el País Vasco, con un 

43% de prestaciones económicas y un 57% de servicios, y Navarra, con un 46% económicas 

y un 54% de servicios. 
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Tabla 2. Disparidades autonómicas en la atención a la dependencia (2026) 

Comunidad 

autónoma 

Prestaciones 

económicas (%) 

Servicios 

profesionales (%) 

Gasto anual por 

beneficiario (euros) 

Índice de 

ruralidad* (%) 

Extremadura 74 26 4.900 68 

Castilla-La 

Mancha 

70 30 5.200 52 

Andalucía 71 29 5.400 33 

Media 

nacional 

57 43 6.300 26 

Cataluña 46 54 7.200 22 

Navarra 46 54 7.600 19 

País Vasco 43 57 7.900 12 

Nota: El índice de ruralidad se define como el porcentaje de población viviendo en 

municipios de menos de 5.000 habitantes.  

Fuentes: INE (2025a); Estadísticas del SAAD (2026). 

 

Estas diferencias porcentuales reflejan políticas autonómicas divergentes en la 

implementación de la Ley 39/2006 y tienen una traducción geográfica clara: se corresponden 

con comunidades que tienen amplias extensiones de territorio rural de baja densidad donde el 

coste per cápita de proveer servicios presenciales es considerablemente mayor. La 

contrapartida a este modelo se encuentra en comunidades como el País Vasco, Navarra y 

Cataluña. Aquí el equilibrio se inclina hacia la provisión de servicios. En Cataluña, la 

proporción es del 46% en prestaciones económicas y del 54% en servicios. Esta diferencia 

porcentual oculta una disparidad cualitativa aún mayor: en estas comunidades la cartera de 

servicios es más diversificada (incluye programas de estimulación cognitiva, fisioterapia a 

domicilio y servicios de respiro familiar) y su gestión tiende a estar más integrada en redes 

públicas o concertadas. 

El gasto público por persona en situación de dependencia también refleja esta brecha. 

Mientras que en el País Vasco el gasto medio por beneficiario supera los 7.900 euros anuales, 

en Extremadura no alcanza los 4.900 euros según los datos de financiación del SAAD por 

comunidades autónomas (IMSERSO, 2026). Esto representa una diferencia del 38% entre 

ambas comunidades. 

Las diferencias observadas entre comunidades autónomas reflejan la existencia de 

modelos diversos de provisión de cuidados y de organización de los servicios de atención a la 

dependencia. En los territorios con mayor dispersión poblacional y envejecimiento 

demográfico, la prestación de servicios profesionales presenta mayores dificultades 

organizativas, lo que favorece un mayor recurso a las prestaciones económicas para cuidados 

en el entorno familiar. La literatura especializada ha señalado que estas diferencias responden 

tanto a factores demográficos como a la distinta capacidad de planificación y financiación de 

los sistemas autonómicos de servicios sociales (Camarero y Sampedro, 2019; Carbonero 

Muñoz et al., 2020). 

En conjunto, los resultados ponen de manifiesto que la organización territorial de los 

cuidados continúa presentando importantes diferencias entre comunidades autónomas, 

especialmente en aquellas con un elevado peso de la ruralidad y una población más 

envejecida. 

En el ámbito de la salud mental, los resultados dibujan un panorama de concentración 

urbana y limitada disponibilidad de recursos en el medio rural. La Estrategia de Salud Mental 
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del Sistema Nacional de Salud 2022-2026 proporciona una radiografía elocuente de la 

distribución territorial de los profesionales especializados. 
 

Tabla 3. Desigualdades territoriales en la accesibilidad a los servicios de salud 

mental 
Indicador Evidencia observada Fuente principal 

Disponibilidad de 

profesionales 

especializados 

Mayor concentración de recursos en 

áreas urbanas que en territorios rurales 

Ministerio de Sanidad (2022) 

Accesibilidad a 

los servicios 

Diferencias territoriales en el acceso a 

los recursos especializados de salud 

mental 

Ministerio de Sanidad (2022); 

Estrategia de Salud Mental del SNS 

Papel de la 

atención primaria 

Mayor protagonismo de la atención 

primaria en contextos rurales debido a 

la limitada disponibilidad de recursos 

especializados 

Ministerio de Sanidad (2022); 

OECD (2023) 

Riesgo de 

desigualdad 

territorial 

La literatura especializada identifica 

mayores dificultades de acceso y 

continuidad asistencial en territorios 

rurales 

Federació SALUT MENTAL 

CATALUNYA (2024); OECD 

(2023) 

Fuentes: Ministerio de Sanidad (2022); Federació SALUT MENTAL CATALUNYA 

(2024); OECD (2023). 

 

La menor disponibilidad de recursos especializados en el medio rural puede tener 

importantes consecuencias asistenciales. La literatura científica señala que las dificultades de 

acceso favorecen el infradiagnóstico de algunos trastornos, incrementan el riesgo de retrasos 

en la atención especializada y trasladan una parte importante del seguimiento clínico a la 

atención primaria. Esta situación puede repercutir tanto en la evolución de los problemas de 

salud mental como en la carga asumida por las familias cuidadoras, especialmente en 

municipios donde la oferta de recursos comunitarios resulta limitada (Federació SALUT 

MENTAL CATALUNYA, 2024; OECD, 2023). Los resultados ponen de manifiesto que la 

distribución territorial de los recursos de salud mental continúa siendo desigual entre las 

distintas comunidades autónomas y entre los entornos urbanos y rurales. La información 

publicada por el Ministerio de Sanidad muestra una mayor concentración de profesionales y 

dispositivos especializados en las áreas urbanas, mientras que los territorios con menor 

densidad de población presentan mayores dificultades para acceder a una atención 

especializada de proximidad. 

Esta desigual distribución de recursos tiene implicaciones relevantes para la equidad en el 

acceso a la atención sanitaria. En los municipios rurales, la menor disponibilidad de 

profesionales especializados obliga con frecuencia a que la atención primaria asuma una 

parte importante del seguimiento de los problemas de salud mental, especialmente en las 

fases iniciales de detección y derivación. Diversos estudios han señalado que esta situación 

puede retrasar el acceso a recursos especializados y dificultar la continuidad asistencial, 

particularmente en los casos de mayor complejidad clínica (Ministerio de Sanidad, 2022; 

OECD, 2023). 

La literatura especializada coincide asimismo en que las desigualdades territoriales en salud 
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mental no dependen exclusivamente del número de profesionales disponibles, sino también 

de factores como la dispersión geográfica, las dificultades de desplazamiento, la limitada 

implantación de dispositivos comunitarios y la menor disponibilidad de recursos 

sociosanitarios en el medio rural. En consecuencia, las diferencias observadas responden a 

una combinación de condicionantes territoriales y organizativos que afectan a la 

accesibilidad efectiva de la población a los servicios especializados. 

Respecto a la teleasistencia y a las herramientas de atención no presencial, los resultados 

muestran que constituyen un recurso complementario de creciente importancia para mejorar 

la atención en municipios rurales. No obstante, su eficacia depende tanto de la disponibilidad 

de infraestructuras digitales como de su integración en una red de servicios presenciales 

suficientemente desarrollada. La evidencia disponible indica que las soluciones tecnológicas 

resultan más eficaces cuando complementan la intervención profesional y no cuando 

pretenden sustituirla. 

Por otra parte, los informes del ONTSI muestran que, pese a los avances registrados durante 

los últimos años, persisten desigualdades territoriales en materia de conectividad y 

competencias digitales. Estas limitaciones afectan especialmente a la población de mayor 

edad residente en municipios de pequeño tamaño, reduciendo el potencial de la teleasistencia 

y de otras modalidades de atención digital. En este sentido, la transformación tecnológica 

constituye una oportunidad para mejorar la accesibilidad de los servicios, aunque 

difícilmente puede reemplazar la necesidad de mantener una adecuada dotación de 

profesionales y recursos presenciales en el territorio. 

 

Tabla 4. Indicadores comparativos sobre conectividad, teleasistencia y modelo de atención 

Comunidad 

Autónoma 

Conectividad 

digital 

Implantación 

de la 

teleasistencia 

Modelo predominante de atención 

País Vasco Alta Alta Predominio de servicios profesionales 

Navarra Alta Alta Predominio de servicios profesionales 

Cataluña Alta Alta Predominio de servicios profesionales 

Aragón Media Media Modelo mixto 

Castilla y 

León 

Media Media Modelo mixto 

Andalucía Media Media-baja Mayor peso de prestaciones económicas 

Castilla-La 

Mancha 

Media-baja Media-baja Mayor peso de prestaciones económicas 

Extremadura Baja Baja Mayor peso de prestaciones económicas 

Nota: Los datos de teleasistencia corresponden al cierre de 2025, ya que las estadísticas 

oficiales de cobertura para 2026 estarán disponibles en el tercer trimestre de 2026.  

Fuentes: ONTSI (2025); IMSERSO (Estadísticas del SAAD); elaboración propia a partir 

de información institucional. 

 

Los resultados ponen de manifiesto que la teleasistencia constituye una herramienta con 

un importante potencial para mejorar la atención a las personas mayores y dependientes 

residentes en el medio rural. Sin embargo, la evidencia disponible indica que su eficacia 
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depende de su integración dentro de una red de servicios sociales y sanitarios suficientemente 

desarrollada. La tecnología facilita la comunicación, el seguimiento y la respuesta ante 

determinadas situaciones de riesgo, pero difícilmente puede sustituir la intervención directa 

de profesionales cuando las necesidades de atención son complejas o requieren un 

acompañamiento continuado. 

En este sentido, la literatura especializada coincide en señalar que la teleasistencia obtiene 

mejores resultados cuando forma parte de un modelo integral de atención, en el que los 

recursos tecnológicos se complementan con visitas domiciliarias, seguimiento profesional y 

coordinación entre los servicios sociales y sanitarios. Por el contrario, cuando constituye el 

único recurso disponible en territorios con escasa presencia de profesionales, su capacidad 

para responder a situaciones de soledad, deterioro cognitivo, dependencia o problemas de 

salud mental resulta necesariamente limitada (OECD, 2023; ONTSI, 2025). 

Las limitaciones de este modelo se encuentran estrechamente relacionadas con la 

persistencia de la brecha digital en el medio rural. Aunque durante los últimos años se han 

registrado avances significativos en la extensión de la conectividad, los informes del ONTSI 

muestran que continúan existiendo diferencias territoriales tanto en la disponibilidad de 

infraestructuras como en las competencias digitales de la población, especialmente entre las 

personas de mayor edad residentes en municipios de pequeño tamaño. Estas circunstancias 

condicionan el aprovechamiento efectivo de los servicios digitales y limitan el potencial de la 

teleasistencia como instrumento de compensación territorial. 

Junto a los recursos institucionales, el análisis realizado confirma el papel esencial que 

desempeñan las redes familiares, vecinales y comunitarias en el sostenimiento cotidiano de la 

población residente en la denominada España vaciada. La literatura especializada describe la 

existencia de un importante capital social en los municipios rurales, donde familiares, 

vecinos, asociaciones y administraciones locales desarrollan funciones de acompañamiento, 

detección de situaciones de vulnerabilidad y apoyo informal que complementan la actuación 

de los servicios públicos (Fundación FOESSA, 2022b; Camarero y Sampedro, 2019). 

No obstante, los resultados también evidencian las limitaciones de este modelo de 

cuidados. El progresivo envejecimiento demográfico, la pérdida continuada de población y la 

dispersión territorial reducen la capacidad de estas redes para mantener, por sí solas, la 

atención a las personas en situación de dependencia o vulnerabilidad. A ello se añade la 

persistencia de una distribución desigual de las responsabilidades de cuidado, que continúa 

recayendo mayoritariamente sobre las mujeres, tal y como han puesto de manifiesto diversos 

estudios sobre cuidados informales en España (Carbonero Muñoz et al., 2020; Camarero y 

Sampedro, 2019). 

Asimismo, la evidencia revisada pone de relieve que el capital social comunitario 

constituye un recurso de gran valor para favorecer la cohesión y la permanencia de la 

población en el territorio, pero no puede sustituir la responsabilidad de las administraciones 

públicas en la garantía de los derechos sociales. La fortaleza de las redes comunitarias 

depende, en buena medida, de la existencia de una adecuada dotación de servicios 

profesionales que permita complementar la ayuda informal y evitar la sobrecarga de las 

familias cuidadoras. 

En bloque, los resultados obtenidos muestran la existencia de desigualdades territoriales 

persistentes en la provisión y accesibilidad de los servicios sociales y sanitarios en España. 

Estas diferencias afectan con especial intensidad a las personas mayores, dependientes y con 

problemas de salud mental residentes en municipios rurales, donde la vulnerabilidad 

individual se combina con las limitaciones derivadas de la organización territorial de los 

servicios públicos. Desde esta perspectiva, la denominada doble brecha constituye un marco 
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interpretativo útil para comprender cómo la interacción entre factores personales y 

territoriales condiciona el acceso efectivo al Estado del bienestar y plantea importantes 

desafíos para las políticas de cohesión territorial. 

 

 

5. DISCUSIÓN 

 

Los resultados obtenidos confirman la existencia de desigualdades territoriales 

significativas en el acceso a los servicios sociales y sanitarios en España, particularmente en 

aquellos territorios caracterizados por una elevada ruralidad, envejecimiento demográfico y 

dispersión poblacional. Estas diferencias permiten sostener la existencia de una doble brecha 

que combina la vulnerabilidad individual de determinados colectivos -personas mayores, 

personas en situación de dependencia y personas con problemas de salud mental- con las 

limitaciones derivadas del territorio de residencia. Los hallazgos obtenidos resultan 

coherentes con la literatura nacional e internacional sobre cohesión territorial y Estado del 

bienestar, que identifica la accesibilidad a los servicios públicos como uno de los principales 

desafíos de las áreas rurales de baja densidad. 

 

5.1. Dependencia 

Los resultados relativos al Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia 

muestran la existencia de diferencias relevantes entre comunidades autónomas en el modelo 

de atención desarrollado. Mientras algunas comunidades presentan un mayor peso de los 

servicios profesionales, otras continúan apoyándose en mayor medida en prestaciones 

económicas vinculadas al cuidado en el entorno familiar. Estas diferencias reflejan tanto la 

diversidad organizativa derivada del modelo descentralizado como las dificultades que 

supone garantizar una red homogénea de servicios en territorios con baja densidad de 

población. 

En este sentido, los resultados coinciden con las aportaciones de Romero (2007) y Zoido 

(2022), quienes señalan que los actuales mecanismos de financiación territorial no incorporan 

de forma suficiente el sobrecoste asociado a la dispersión geográfica y al envejecimiento 

demográfico. La prestación de servicios profesionales en municipios pequeños requiere 

mayores costes logísticos, tiempos de desplazamiento más elevados y una organización 

asistencial distinta de la existente en áreas urbanas, circunstancias que condicionan la 

capacidad de respuesta de las administraciones autonómicas. 

Asimismo, el Índice DEC y el XXV Dictamen del Observatorio Estatal de la Dependencia 

ponen de manifiesto la persistencia de diferencias territoriales en el desarrollo de los 

servicios sociales y en el equilibrio entre prestaciones económicas y servicios profesionales. 

Los resultados obtenidos en este estudio son consistentes con dichos informes y refuerzan la 

idea de que la igualdad formal en el reconocimiento de derechos no siempre se traduce en 

una igualdad efectiva en el acceso a los recursos disponibles. 

Desde esta perspectiva, la denominada doble brecha no responde únicamente a la 

situación personal de las personas dependientes, sino también a las condiciones estructurales 

del territorio en el que residen. Allí donde la dispersión poblacional dificulta la implantación 

de servicios especializados, aumenta la probabilidad de que el cuidado continúe descansando 

sobre las familias y, especialmente, sobre las redes informales de apoyo. 

 

5.2. Salud mental 

Los resultados obtenidos muestran igualmente la existencia de desigualdades territoriales 
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en la disponibilidad y accesibilidad de los recursos especializados de salud mental. La 

evidencia disponible confirma una mayor concentración de profesionales y dispositivos 

asistenciales en las áreas urbanas, mientras que los municipios rurales presentan mayores 

dificultades para acceder a servicios especializados, circunstancia que incrementa el 

protagonismo de la atención primaria como puerta de entrada al sistema. 

Esta situación coincide con lo señalado por el Ministerio de Sanidad y con diversos 

estudios internacionales, que destacan las dificultades específicas que afrontan los territorios 

rurales para garantizar una atención especializada continuada y de proximidad (Ministerio de 

Sanidad, 2022; OECD, 2023). La escasa densidad de población, la dispersión territorial y la 

dificultad para atraer profesionales especializados constituyen factores que condicionan la 

planificación de los recursos sanitarios y limitan el desarrollo de modelos plenamente 

comunitarios de atención a la salud mental. 

La literatura especializada ha señalado que estas desigualdades territoriales pueden 

repercutir tanto en la detección precoz de los trastornos como en la continuidad de los 

tratamientos y en la coordinación entre los diferentes niveles asistenciales. En consecuencia, 

la accesibilidad a los recursos especializados no depende únicamente del número de 

profesionales disponibles, sino también de factores como la proximidad geográfica, la 

movilidad de la población, la coordinación sociosanitaria y la existencia de dispositivos 

comunitarios suficientes. 

Desde una perspectiva de equidad territorial, estos resultados refuerzan la necesidad de 

incorporar criterios de accesibilidad y cohesión en la planificación de los servicios de salud 

mental, evitando que el lugar de residencia condicione las posibilidades reales de recibir una 

atención especializada en condiciones de igualdad. 

 

5.3. Teleasistencia y brecha digital 

Los resultados muestran que la teleasistencia constituye un recurso con un elevado 

potencial para mejorar la atención a las personas mayores y dependientes residentes en el 

medio rural. No obstante, la evidencia disponible indica que su eficacia depende de su 

integración dentro de un modelo asistencial más amplio, en el que la tecnología complemente 

-y no sustituya- la intervención presencial de los profesionales de los servicios sociales y 

sanitarios. 

En este sentido, la literatura coincide en señalar que las soluciones tecnológicas alcanzan 

mejores resultados cuando forman parte de estrategias integrales de atención domiciliaria, 

seguimiento profesional y coordinación sociosanitaria. Por el contrario, cuando la 

teleasistencia se convierte en el principal o único recurso disponible, su capacidad para 

responder a situaciones complejas de dependencia, soledad, deterioro cognitivo o problemas 

de salud mental resulta necesariamente limitada. 

Los resultados también ponen de relieve la persistencia de desigualdades territoriales en 

materia de conectividad y competencias digitales. Aunque durante los últimos años se han 

producido avances significativos en el despliegue de infraestructuras digitales, los informes 

del ONTSI muestran que continúan existiendo diferencias relevantes entre territorios, 

especialmente en municipios de menor tamaño y entre la población de mayor edad. Estas 

limitaciones reducen el potencial de las herramientas digitales como instrumentos de 

cohesión territorial y evidencian que la innovación tecnológica, por sí sola, no resulta 

suficiente para garantizar la igualdad efectiva en el acceso a los servicios públicos. 

En consecuencia, la teleasistencia debe entenderse como un elemento complementario 

dentro de un modelo integral de cuidados, capaz de reforzar la seguridad y la continuidad 

asistencial, pero insuficiente para sustituir la presencia de profesionales y la existencia de 
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redes estables de atención en el territorio. La mejora de la cohesión territorial exige combinar 

la transformación digital con una adecuada planificación de los recursos humanos y de los 

servicios presenciales, especialmente en aquellos municipios donde las necesidades sociales 

y sanitarias son mayores. 

 

5.4. Capital social 

Los resultados ponen de manifiesto el importante papel que continúan desempeñando las 

redes familiares, vecinales y comunitarias en el sostenimiento de la población residente en la 

denominada España vaciada. En numerosos municipios rurales, el apoyo cotidiano prestado 

por familiares, vecinos, asociaciones locales y pequeños ayuntamientos constituye un 

elemento esencial para complementar la actuación de los servicios públicos, especialmente 

cuando la disponibilidad de recursos profesionales resulta limitada. Estos hallazgos son 

coherentes con la literatura previa, que identifica el capital social como uno de los principales 

factores de resiliencia de las comunidades rurales (Camarero y Sampedro, 2019; Fundación 

FOESSA, 2022b). 

No obstante, los resultados también evidencian que este modelo presenta importantes 

limitaciones estructurales. El progresivo envejecimiento de la población, la pérdida 

continuada de habitantes y la creciente dispersión territorial reducen la capacidad de las redes 

informales para sostener, por sí solas, las necesidades de cuidado derivadas del incremento 

de la dependencia y de la cronicidad. Asimismo, diversos estudios coinciden en señalar que 

el cuidado informal continúa recayendo mayoritariamente sobre las mujeres, muchas de ellas 

de edad avanzada, lo que introduce una dimensión de género que debe ser considerada en el 

diseño de las políticas públicas de cuidados (Carbonero Muñoz et al., 2020). 

En consecuencia, el fortalecimiento del capital social comunitario debe entenderse como 

un complemento del sistema público de bienestar y no como un mecanismo sustitutivo de las 

responsabilidades de las administraciones públicas. Las redes comunitarias contribuyen a 

mejorar la cohesión social y la permanencia de la población en el territorio, pero difícilmente 

pueden asumir de forma estable funciones que requieren intervención profesional, 

continuidad asistencial y financiación pública. 

Los resultados obtenidos permiten identificar tres factores estructurales que contribuyen a 

explicar la denominada doble brecha. En primer lugar, la organización descentralizada del 

Estado del bienestar no siempre incorpora mecanismos suficientes de nivelación financiera 

que compensen el mayor coste de prestación de servicios en territorios caracterizados por la 

dispersión geográfica y el envejecimiento demográfico (Romero, 2007; Zoido, 2022). En 

segundo lugar, la planificación tradicional de numerosos servicios continúa respondiendo a 

lógicas urbano-céntricas, basadas en economías de escala difíciles de trasladar a municipios 

de muy reducido tamaño (Del Molino, 2016). Finalmente, la ausencia de estándares 

territoriales homogéneos dificulta la corrección de las desigualdades existentes y favorece la 

aparición de diferencias significativas entre comunidades autónomas en el acceso efectivo a 

determinados servicios (CES, 2018). 

Los resultados de este estudio también coinciden con la evidencia internacional. 

Iammarino et al. (2019) identifican para el conjunto de Europa una ventaja persistente de las 

regiones metropolitanas en términos de acceso a servicios públicos y oportunidades de 

desarrollo. Del mismo modo, la revisión realizada por Meloni et al. (2023) señala que las 

desigualdades territoriales en el acceso a servicios sociales y sanitarios constituyen un 

fenómeno común en numerosos países de la OCDE. El caso español comparte estas 

tendencias generales, aunque presenta una singularidad derivada de la elevada 

descentralización competencial y de las diferencias existentes entre comunidades autónomas 
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en la organización de los servicios sociales y sanitarios. 

 

5.5. Limitaciones del estudio 

Como toda investigación basada en fuentes secundarias oficiales, este trabajo presenta 

algunas limitaciones que conviene señalar. La principal deriva de la diferente disponibilidad 

y nivel de desagregación territorial de las estadísticas publicadas por las distintas 

administraciones, circunstancia que condiciona la comparabilidad de determinados 

indicadores y limita la posibilidad de realizar análisis homogéneos a escalas territoriales más 

reducidas. 

Asimismo, el estudio se centra fundamentalmente en la disponibilidad y organización de 

los servicios públicos, sin incorporar de forma directa dimensiones relacionadas con la 

calidad percibida de la atención, la satisfacción de las personas usuarias o la experiencia 

cotidiana de las personas cuidadoras. Estas cuestiones requieren aproximaciones 

metodológicas de carácter cualitativo que complementen el análisis estadístico desarrollado 

en esta investigación. 

Por último, el carácter transversal del estudio impide establecer relaciones causales entre 

las variables analizadas. Los resultados permiten identificar patrones territoriales de 

desigualdad y asociaciones consistentes con la literatura existente, pero no determinar 

relaciones de causa-efecto entre la organización de los servicios y los resultados sociales o 

sanitarios observados. 

 

5.6. Líneas futuras de investigación 

Las limitaciones señaladas abren diversas líneas de investigación que podrían 

desarrollarse en trabajos posteriores. En primer lugar, resultaría de interés disponer de 

información estadística con mayor nivel de desagregación territorial que permitiera analizar 

las desigualdades existentes entre municipios y comarcas dentro de una misma comunidad 

autónoma. En segundo lugar, sería conveniente incorporar metodologías mixtas que 

combinen el análisis cuantitativo con entrevistas, grupos de discusión o estudios de caso 

dirigidos a personas usuarias, profesionales y responsables institucionales. 

Asimismo, futuras investigaciones podrían profundizar en la evaluación del impacto de las 

nuevas estrategias de atención comunitaria, de los programas de teleasistencia avanzada y de 

las reformas previstas en el Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, 

valorando en qué medida estas iniciativas contribuyen a reducir las desigualdades territoriales 

identificadas en este estudio. 

Finalmente, la comparación con otros países europeos caracterizados por procesos 

similares de envejecimiento y despoblación permitiría contextualizar mejor la experiencia 

española e identificar modelos de intervención que puedan contribuir al fortalecimiento de la 

cohesión territorial y a la mejora de la equidad en el acceso al Estado del bienestar. 

 

 

6. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

El presente estudio confirma la existencia de desigualdades territoriales relevantes en el 

acceso a los servicios sociales y sanitarios en España que afectan de forma especialmente 

intensa a la población residente en la denominada España vaciada. Los resultados obtenidos 

permiten identificar una doble brecha derivada de la interacción entre dos dimensiones de 

vulnerabilidad: la asociada a determinadas situaciones personales -como el envejecimiento, 

la dependencia o los problemas de salud mental- y la vinculada al territorio de residencia, 
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caracterizado por una baja densidad de población, una elevada dispersión geográfica y una 

menor disponibilidad de recursos públicos. 

La investigación pone de manifiesto que la organización territorial del Estado del 

bienestar continúa presentando diferencias significativas entre comunidades autónomas en 

ámbitos como la atención a la dependencia, la salud mental y la implantación de recursos 

tecnológicos de apoyo a los cuidados. Aunque el reconocimiento formal de los derechos 

sociales es común para toda la ciudadanía, la accesibilidad efectiva a los servicios continúa 

estando condicionada por factores territoriales que dificultan el principio de igualdad en la 

provisión del bienestar. 

 

6.1. Financiación y organización territorial de los servicios 

Los resultados muestran que las diferencias observadas entre comunidades autónomas no 

responden únicamente a distintas opciones de gestión, sino también a las dificultades 

estructurales que supone garantizar una oferta homogénea de servicios en territorios con baja 

densidad de población y elevado envejecimiento demográfico. La prestación de servicios 

profesionales en estos contextos implica mayores costes de organización y desplazamiento, 

circunstancias que no siempre quedan suficientemente compensadas por los actuales 

mecanismos de financiación territorial. 

En consecuencia, la cohesión territorial exige avanzar hacia modelos de financiación que 

incorporen de forma más adecuada variables como la dispersión geográfica, el 

envejecimiento o el coste efectivo de prestación de los servicios públicos, favoreciendo una 

distribución de recursos más acorde con las necesidades reales de cada territorio. 

 

6.2. Salud mental 

En el ámbito de la salud mental, los resultados evidencian la persistencia de desigualdades 

territoriales en la disponibilidad y accesibilidad de los recursos especializados. La 

concentración de profesionales y dispositivos asistenciales en las áreas urbanas incrementa 

las dificultades de acceso en numerosos municipios rurales, reforzando el papel de la 

atención primaria y limitando el desarrollo de modelos plenamente comunitarios de atención. 

La planificación futura de los servicios de salud mental debería incorporar de forma más 

explícita criterios de equidad territorial, favoreciendo la implantación de recursos de 

proximidad y fórmulas organizativas adaptadas a las características del medio rural. 

 

6.3. Teleasistencia y transformación digital 

La digitalización constituye una oportunidad para mejorar la atención a las personas 

mayores y dependientes residentes en territorios rurales. No obstante, los resultados muestran 

que la teleasistencia alcanza su máxima eficacia cuando se integra en una red estable de 

servicios sociales y sanitarios y cuando complementa la intervención presencial de los 

profesionales. 

La reducción de la brecha digital requiere no solo ampliar la conectividad, sino también 

promover competencias digitales entre la población de mayor edad y garantizar que las 

soluciones tecnológicas formen parte de estrategias integrales de atención centradas en la 

persona. 

 

6.4. Capital social y redes comunitarias 

El estudio confirma igualmente la importancia del capital social y de las redes 

comunitarias como elementos fundamentales para la sostenibilidad cotidiana de la vida en el 

medio rural. La implicación de familiares, vecinos, asociaciones y pequeños ayuntamientos 
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constituye un activo de gran valor para la cohesión social y la permanencia de la población 

en el territorio. 

Sin embargo, la evidencia revisada pone de manifiesto que estas redes afrontan 

importantes limitaciones derivadas del envejecimiento demográfico, la despoblación y la 

persistencia de una distribución desigual de las responsabilidades de cuidado, que continúa 

recayendo mayoritariamente sobre las mujeres. En consecuencia, el fortalecimiento del 

capital social debe entenderse como un complemento del sistema público de bienestar y no 

como un mecanismo sustitutivo de la responsabilidad de las administraciones públicas. 

Los resultados permiten identificar tres factores que contribuyen a explicar la doble brecha 

analizada: la insuficiente compensación financiera de los mayores costes asociados a la 

prestación de servicios en territorios dispersos; la persistencia de modelos de planificación 

orientados fundamentalmente a contextos urbanos; y la ausencia de estándares territoriales 

homogéneos que garanticen niveles equivalentes de acceso a los servicios públicos con 

independencia del lugar de residencia. 

 

6.5. Recomendaciones 

A partir de los resultados obtenidos, se proponen cinco líneas prioritarias de actuación 

para avanzar hacia un modelo de bienestar más equitativo desde el punto de vista territorial. 

En primer lugar, resulta necesario revisar el sistema de financiación autonómica 

incorporando variables relacionadas con la dispersión geográfica, el envejecimiento y el 

coste efectivo de prestación de los servicios públicos, con el fin de garantizar una asignación 

de recursos más ajustada a las necesidades de los territorios rurales. 

En segundo lugar, se recomienda impulsar modelos de atención específicamente 

diseñados para territorios de baja densidad, mediante equipos multiprofesionales de ámbito 

comarcal que integren servicios sociales, atención sanitaria, apoyo domiciliario y recursos 

comunitarios, incorporando la teleasistencia como complemento de la atención presencial. 

En tercer lugar, resulta conveniente reforzar el apoyo a las personas cuidadoras no 

profesionales mediante programas estables de formación, servicios de respiro, apoyo 

psicológico y medidas de conciliación, reconociendo el papel esencial que desempeñan en el 

sostenimiento del sistema de cuidados. 

En cuarto lugar, se considera prioritario continuar reduciendo la brecha digital mediante el 

despliegue de infraestructuras de conectividad y el desarrollo de programas de alfabetización 

digital dirigidos especialmente a la población de mayor edad, favoreciendo un uso efectivo 

de los nuevos recursos tecnológicos. 

Por último, sería recomendable incorporar de forma sistemática la evaluación del impacto 

territorial en el diseño de las políticas públicas relacionadas con los servicios sociales y 

sanitarios, con el objetivo de identificar de manera temprana posibles desigualdades y 

favorecer una planificación más equilibrada entre territorios. 

En definitiva, la doble brecha analizada en este trabajo pone de manifiesto que la cohesión 

territorial constituye un elemento esencial para garantizar la igualdad efectiva en el acceso al 

Estado del bienestar. Superar estas desigualdades no depende únicamente del incremento de 

recursos, sino también de su distribución territorial, de la coordinación entre administraciones 

y de la capacidad para adaptar las políticas públicas a las características específicas del medio 

rural. Desde esta perspectiva, avanzar hacia un modelo de bienestar más sensible a las 

diferencias territoriales representa uno de los principales retos de las políticas sociales en la 

España del siglo XXI. 

 

 



                                                    Apuntes sobre la doble brecha de la diversidad en la España vaciada 
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